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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Roque Arregui. 


MIEMBROS: Señores Representantes Beatriz Argimón, Nahum Bergstein, José Carlos Mahía y Pablo 
Mieres. 


DELEGADA Señora Representante Nora Castro. 
DE 
SECTOR: 


INVITADOS: Delegación de egresados del Instituto de Formación de Profesores Artigas y del Instituto 
Nacional de Enseñanza Técnica, integrada por los profesores Sergio Mandressi, Patricia 
Ferrúa, Silvia Villar, Luján Rosanni, Sandra Alvez, José Carrasco, Cecilia Barranguet, Lucía 
García, Virginia Piedra Cueva y Beatriz Sarli. 


El señor Rector de la Universidad de la República, ingeniero Rafael Guarga, escribana Ana 
Olano, doctora Mariana Gulla, doctor Roberto Markarian, señor Agustín Cano y doctor Jorge 
Ares. 


Por la Asociación de Productores y Realizadores de Cine y Video del Uruguay, señoras 
Virginia Martínez, Elena Roux y señor Enrique Fernández. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arregui).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Educación y Cultura da la bienvenida a la delegación de egresados del Instituto de 
Profesores Artigas, integrada por las señoras Patricia Ferrúa, Silvia Villar, Luján Rosamni, Sandra Álvez, 
Cecilia Barranguet, Lucía García Moreira, Virginia Piedra Cueva y Beatriz Sarli, y por los señores Sergio 
Mandressi y José Carrasco. 


Aclaro que el material escrito que entreguen a la Comisión para complementar la información, será 
fotocopiado y repartido entre todos los miembros de la Comisión. 


Comprendiendo la urgencia que planteaban de ser recibidos, teníamos la posibilidad de dilatar la reunión 
hasta fines de mes o principios del próximo o les podíamos brindar este tiempo limitado para que pudieran 
ser recibidos. 


SEÑORA PIEDRA CUEVA.- Quiero hacer una precisión. No solamente estamos representando a los 
egresados de IPA, sino también a los del Instituto de Formación docente del país -IFD- y del Centro 
Regionales de Formación, CERF. 


SEÑORA ROSANNI.- Queremos comentar que esta movilización -para llamarla de alguna manera- 
fue motivada por el concurso al que fuimos llamados en octubre. 


Un grupo de egresados presentamos los recursos administrativos correspondientes porque entendíamos, por 
una parte, que el llamado era ilegal y, por otra, que en sus bases había una serie de irregularidades, que las 
denominadas pruebas de conocimientos nos perjudicaban como egresados y, de alguna forma, daban más 
posibilidades a los no egresados. A grandes rasgos, eso nos motivó a presentar los recursos que, de hecho, 
fueron desestimados. En este momento, tenemos un recurso presentado en el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, pero todavía no tuvimos notificación. 


El hecho de estar aquí presentes, frente a ustedes, responde a que entendemos que necesitamos una instancia 
más en algún organismo -consideramos que este era el pertinente- para que nos apoyen en el reclamo de la 
suspensión del concurso con las características que se está llevando a cabo. 


SEÑOR MANDRESSI.- Queremos marcar que el llamado equipara el título de formación docente con 
un puntaje de 82 puntos de inspección en una única clase, exonerando así la prueba de conocimientos. 
O sea que cualquier persona que haya tenido una única clase evaluada con una inspección de 82 puntos 
queda exonerada de la prueba de conocimiento y queda en igualdad de condiciones que un egresado 
del IPA o del CERF. 


Inclusive, en la parte de los méritos se establece que la persona vuelve a puntuar y puede juntar hasta 30 
puntos más para el concurso, mientras que un título de formación docente solo vale 40 puntos. La antigúedad 
puede puntuar hasta 20 puntos. O sea que por medio de la clase que se va a evaluar, que sería la única prueba 
de conocimientos, que es eliminatoria, y que podría dejar a egresados del Instituto de Formación Docente sin 
puestos de trabajo, rellenando las vacantes con gente que no está preparada ni tiene títulos, se podría llegar a 
120 puntos. El título solo vale el 16% del total del puntaje del concurso. 


Consideramos que no se tiene en cuenta la formación docente, lo que atenta contra la profesionalización de la 
enseñanza y contra la educación, perjudicando directamente a quienes optamos por la formación docente 
porque creíamos en una enseñanza profesional. Hoy nos encontramos en esta situación en la que estamos 
concursando en una total desigualdad de condiciones, porque se premia mucho más la antigúedad. Inclusive, 
hay gente que optó por estudiar en lugar de empezar a trabajar sin estar preparada y hoy se encuentra con que 


no puede ni siquiera presentarse al concurso porque les exigían antigúedad. Entonces, los compañeros que 
tienen títulos de egresados, pero no disponen de la antigúedad de Secundaria, no pudieron anotarse en el 
concurso. 


SEÑORA VILLAR.- Quiero agregar que la mayoría de quienes estamos aquí hemos hecho un gran 
esfuerzo para obtener el título de profesor, hemos pasado por tribunales de didáctica, con profesores 
con mucha trayectoria, hemos aprobado todos los exámenes, hemos tenido grupos a cargo solos 
durante un año continuamente visitados por profesores para, de alguna manera, al darnos el título 
reconocer que somos personas adecuadas para ejercer la docencia. El hecho de que toda esa formación 
pedagógica en psicología, en sociología, equivalga a un informe de 82 puntos, nos parece una cachetada 
y, sobre todo, una enorme contradicción con el discurso de crear institutos de formación docente para 
que no haya gente no titulada enseñando. Este llamado a concurso es una contradicción con todo ese 
discurso que estuvimos escuchando hasta ahora en cuanto a la creación de los CERF e institutos de 
formación docente. 


SEÑORA PIEDRA CUEVA.- La cachetada no es solo para los concursantes, sino también para quienes 
estamos efectivos con título docente, porque este concurso permitirá ingresar a la efectividad a 
personas no tituladas que, por antigúedad, quedan por encima nuestro en el escalafón, quitándonos 
también horas de trabajo. Por todos lados esto atenta contra la profesionalización docente y contra la 
inversión que viene haciendo el Estado en estos dos últimos períodos para que se masifique la 
formación docente, para que la gente que tiene que venir del interior del país pudiera estudiar en los 
centros de formación docente. Hoy todas estas personas -efectivos ya o concursantes ahora- vemos 
arriesgar nuestra fuente de trabajo, porque personas que simplemente han generado antigiiedad y que 
no han optado por formarse, tal como estaba anunciado que deberían hacerlo -no es una cuestión que 
nació ahora, sino que se viene anunciando desde hace diez que se debían formar o no habría lugar para 
ellos en el sistema educativo-, hoy van a ser premiadas con un concurso por el cual, si obtienen un 
informe de inspección en todos sus años de trabajo de 81 puntos, lo ganarán con una sola clase. Ahí se 
equipara con toda la carrera docente de tres o cuatro años que hemos hecho nosotros, muchas veces 
trabajando y con mil sacrificios. 


SEÑORA VILLAR.- En la prueba de conocimientos no hay ninguna clase de pregunta que tenga que 
ver con pedagogía; simplemente, es una prueba de conocimientos sobre matemáticas, si se trata de esa 
materia. No se toma en cuenta la parte pedagógica de los concursantes no egresados. 


Por otro lado, la prueba es eliminatoria y se da en total desigualdad de condiciones, porque hay compañeros 
que no tienen grupos porque hay déficit de horas, y deben sortearles uno; entonces, terminan dando clase a 
alumnos que no conocen y dando el tema que el profesor expresa que es el que corresponde en ese momento. 
Por otro lado, a algunos nos ha tocado enseñar por áreas y debemos ser evaluados por un tribunal y dar una 
clase de una materia que, quizá, no nos compete. Además, damos clases a gente que está en centros muy 
complejos, con cuarenta y tres o cuarenta y cinco alumnos, mientras otros tienen veinte. Asimismo, está el 
tema de los tribunales. 


SEÑORA FERRÚA.- Quiero aclarar que estamos totalmente a favor de que todo el mundo consiga su 
efectividad a través de un concurso. Estamos todos de acuerdo en ello. 


No obstante, estamos totalmente en contra de cualquier ley de regularización que efectivice a cierta gente sin 
formación por el único mérito de ser antiguo en el sistema, lo que también ocurre. 


Lo que nos parece inmoral son las condiciones en que está dado este concurso en particular. Si bien está 
previsto en las leyes vigentes que la oposición la define el Consejo, nos parece que esta oposición es poco 
seria. 


El último concurso para interinos, que -si no me equivoco- fue en el año 1992, contó con una prueba de 
conocimientos técnicos, una prueba de conocimientos pedagógicos y dos clases sorteando los grupos, uno en 
Primer Ciclo y otra en Segundo Ciclo. ¿En qué consiste la prueba de oposición en este concurso? En una 
clase, para algunos, y en una clase más una prueba técnica, para otros, en las condiciones en que los 
compañeros explicaron. Nos parece que las exigencias han bajado notoriamente y que casi se trata de una 


regularización escondida. Consideramos que ello no es justo frente a nosotros, quienes hicimos nuestra 
carrera con menor o mayor esfuerzo, como plantearon los compañeros. 


Otra cosa injusta -en este caso voy a defender a la gente no egresada- es que hay dos categorías. El único 
criterio es que la inspección haga un informe, cuando todos sabemos que en general es inexistente porque las 
inspectoras no inspeccionan puesto que no tienen viáticos. 


SEÑOR CARRASCO.- Lo grave de la situación es que se equipare una clase de cuarenta minutos con 
un pasaje del tema, frente a toda una carrera de cuatro años en el caso del IPA o de tres años en el caso 
de los CERF, con evaluaciones constantes en didáctica, con tribunales, con profesores adscriptos y 
además con profesores de didáctica específicos para la asignatura. 


También es grave el hecho de que en ciertos casos particulares -me incluyo- no se reconozca el título por 
haber egresado en forma posterior al llamado y se deba dar el concurso en condiciones de un aspirante no 
egresado. Hay personas que por tener ese informe de ochenta y un puntos de inspección dan el concurso 
como egresado. Eso no es justificable; no se puede equiparar nunca una formación docente con un informe de 
inspección de ochenta y un puntos. 


SEÑORA GARCÍA MOREIRA.- Estoy en una situación atípica porque cuando se llama al concurso es 
para egresados de 2002 y no pudimos tener una actuación docente en 2003 porque nuestra materia es 
declarada deficitaria en horas. Esto significa que primero se eligen los efectivos en diciembre, luego los 
alumnos de cuarto año para que puedan hacer su práctica docente -había cuarenta alumnos para 
egresar ese año- y después, por último, los egresados. Como no tuvimos actuación docente, se considera 
que no estamos capacitados para concursar. Se pidió por favor que se revieran las bases y dos días 
antes se nos permite anotarnos. Nos dicen que nos anotan de manera condicional. Hoy vamos a 
notificarnos treinta personas egresadas y estamos todavía sin expedición del CODICEN porque ni 
siquiera se nos dice si estamos o no habilitados. Las autoridades no tienen en cuenta que nuestra 
materia fue declarada deficitaria en horas por ellos mismos. En un prorrateo a nivel departamental y 
en la sesión número 47 del 15 de diciembre el CODICEN la declara deficitaria. Entonces, si es 
deficitaria para los egresados cuánto más si agregamos la oportunidad de que esos no egresados 
concursen de la misma manera. 


Queremos hacer hincapié en que la ley de educación dice que los cargos deberían ser ocupados por no 
egresados en caso de que hubiera vacancia en horas, pero nunca en el caso de que esas horas tengan que ser 
distribuidas para los egresados. 


Por último, si el argumento de las autoridades educativas es la estabilidad laboral, los egresados, quienes 
elegimos ejercer la docencia nos preguntamos qué estabilidad laboral vamos a tener nosotros. Hablamos de 
dos mil seiscientos egresados y de dos mil cuatrocientos no egresados que son los que desean ingresar en el 
sistema educativo. 


Nosotros mandamos a un hijo a la escuela porque sabemos que la maestra es egresada y porque ponemos 
confianza y seguridad en ese docente profesional. Tenemos que pensar que cuando el adolescente ingrese al 
liceo debe tener las mismas condiciones que el escolar. 


SEÑOR MAHÍA.- Me parece que estos temas ameritan algún tipo de acción de la Comisión con las 
autoridades. 


En cuanto a las inspecciones, no hay solo problemas con los viáticos sino la escasa dimensión de las 
estructuras de las inspecciones que no permiten una evaluación, tal como lo hace efectivamente Educación 
Primaria donde hay un mayor control y por tanto mayor efectividad en la acción con respecto a la garantía de 
todos los docentes. En lo personal, en todos estos años, he tenido tres inspecciones y hay docentes que pasan 
muchos años -hasta ocho años- sin tener una inspección. 


Como fuerza política, hemos estado a favor del concurso como sistema de ingreso a la educación tradicional. 
Habría que conversar con las autoridades sobre las características de los concursos, las bases sobre las cuales 
están estructurados porque el instrumento es válido en sí mismo para acceder a la efectividad y para acceder a 


la educación media uruguaya. No compartimos -lo dijimos aquí tanto frente a no egresados como ante las 
autoridades- la efectividad mediante una ley porque eso hace empeorar la situación. 


Nuestra posición clara es a favor del concurso como instrumento y contraria a una ley de efectividad pareja. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).- Es claro que tenemos dos reclamos o dos demandas complejas de 
articular porque también aquí estuvieron los docentes interinos. Habrá quienes tienen una trayectoria 
y una idoneidad más fuerte y otros que no tanto. Por lo tanto, el mecanismo del concurso parece 
adecuado para poder resolver las demandas de inserción laboral de los egresados y al mismo tiempo 
tomar en cuenta a gente que hace muchos años que está dando clase y que no lo está haciendo porque 
no quiso estudiar sino porque no tenía las posibilidades o porque había otras circunstancias en el 
sistema educativo. 


De todos modos, debe tomarse en cuenta los criterios. Si no entiendo mal, ustedes no están cuestionando el 
concurso sino qué criterios se utilizan para determinar el ingreso a la posibilidad de concursar y los criterios 
de evaluación del concurso. 


Como comprenderán, este tema está fuera de nuestras posibilidades desde el punto de vista jurídico porque 
nosotros no podemos reglamentar un concurso sino que es una potestad de la ANEP. De todas maneras, está 
dentro de nuestras potestades convocar a las autoridades para hablar de las características y para trasmitirles 
las preocupaciones que se han volcado aquí. 


SEÑORA ROSANNI.- Quiero referirme a los tribunales. Sabemos de manera extraoficial que han 
renunciado muchísimos docentes llamados a integrar los tribunales para las evaluaciones. Inclusive, 
muchos de ellos han presentado cartas que vamos a entregar a la Comisión. Sabemos que hay 
denuncias pero desconocemos los nuevos docentes que estarán integrando los tribunales. 
Consideramos otra irregularidad ese cambio permanente de parte de los tribunales. 


SEÑORA PIEDRA CUEVA.- Estamos a favor de los concursos que jerarquicen el título docente. Como 
dice la ley, queremos que se jerarquice el estatuto docente y que las horas de docencia estén destinadas 
a los profesores que hemos estudiado. De una buena vez queremos que el título tenga valor, como en 
todos los ámbitos de la vida del país. El único sector que no valoriza los títulos es la educación. A la 
gente interina o no egresada se le puede facilitar la formación de mil maneras; basta que esas personas 
quieran formarse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. 


(Se retira de Sala una delegación de egresados del Instituto de Profesores Artigas) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Universidad de la República) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Educación y Cultura tiene el agrado de recibir a una 
delegación de la Universidad de la República, integrada por el Rector, ingeniero Rafael Guarga, por la 
integrante del Consejo Directivo Central, escribana Ana Olano, por la Directora Jurídica de la 
Universidad de la República, doctora Mariana Gulla, por el Consejero del Consejo Directivo Central, 
doctor Roberto Markarian, por el integrante del Consejo Directivo Central, Agustín Cano, y por el 
asistente del Rector, doctor Jorge Ares Pons. 


Esta delegación ha solicitado ser recibida a efectos de tratar el proyecto de ley que está teniendo tratamiento 
parlamentario relativo a dar carácter universitario al título de docentes egresados de los Centros de 
Formación Docente de la ANEP. En ese sentido, queremos expresar que esta Comisión oportunamente 
incurrió en el error de no convocar a la Universidad de la República para tratar este tema; dejamos constancia 
de esto porque así debe ser. No obstante, estamos a tiempo y entendemos que esta es una oportunidad 
propicia para dar tratamiento al tema. Es cierto que la Universidad de la República fue recibida en el Senado, 
pero se trata de ámbitos distintos. 


Sin más, damos la palabra al señor Rector. 


SEÑOR RECTOR DE LA UNIVERSIDAD DE LA REPÚBLICA.- Quiero hacer una pequeña 
aclaración respecto a esa suerte de admisión del error por parte de la Comisión. 


En realidad, si bien nuestra comparecencia al Senado respondió a una invitación que se nos hizo, en ese 
momento aclaramos que estábamos asistiendo -el doctor Ares Pons, la doctora Gulla y quien habla- 
esencialmente para informar sobre los avances de la Universidad en los temas que estaban siendo discutidos 
en la Comisión, pero que la Ley Orgánica nos limitaba a nosotros, como representación de la Universidad 
llamada en consulta, a manejar posiciones que deben ser decididas por el Consejo Directivo Central, previo 
informe de la Asamblea General del Claustro. Es una modalidad muy restrictiva y, obviamente, en el 
momento de recibir la invitación no se había dado todo ese proceso. De manera que simplemente estábamos 
informando a la Comisión con respecto al proyecto Fau, sobre posiciones que la Universidad ya tenía y 
distribuimos una serie de materiales, etcétera. Es decir que, en rigor, esta sería la primera comparecencia, 
dado que efectivamente el Consejo Directivo Central tomó decisión sobre el tema con asesoramiento de la 
Asamblea General del Claustro. 


Hemos traído copias del texto de la resolución tomada el 8 de junio de este año sobre este asunto para 
distribuir entre los integrantes de la Comisión. Nuestra comparecencia en la Cámara de Senadores fue para 
referirnos al texto que en aquel momento se estaba discutiendo, que era el proyecto Fau. Se nos ha informado 
que ha habido una resolución de la Cámara de Senadores y el proyecto original ha sido modificado en 
algunos aspectos y que, a su vez, esta Comisión también le ha introducido alguna pequeña modificación 
suplementaria, aludiendo a la ley del fondo de solidaridad y adicional. Quiere decir que estamos informados 
sobre estas modificaciones. 


Una de las cuestiones que aclaramos en nuestra comparecencia al Senado y que dio lugar a alguna pregunta y 
despertó cierta curiosidad, fue que la Universidad ha venido asesorando en cuanto a la transformación de 
estudios existentes en el ámbito del Estado a los institutos militares, es decir, al Ejército, a la Marina, también 
a la Policía, y al Instituto Superior de Educación Física. En todos los casos se culminó con un reconocimiento 
del nivel de licenciatura de los estudios que allí se impartían, con modificaciones que resultaron de ese 
asesoramiento. En algunos casos, este asesoramiento, es decir, el proceso de estudio de los materiales que se 
aportaban, se extendió por más de un año. Esto llamó mucho la atención y un Senador preguntó por qué no se 
había hecho lo mismo con la ANEP. Contestamos que en todos estos casos la Universidad no actuó de oficio, 
sino porque se solicitó su intervención; es decir, los interesados vinieron a la Universidad, mostraron el 
material que tenían, lo que estaban haciendo y consultaron si la Universidad entendía que eso podía ser una 
licenciatura o qué se podría hacer para que tuviera nivel de licenciatura. No ocurrió lo mismo con la ANEP; 
en ningún momento ANEP vino a la Universidad a plantearnos ese asunto, y es por ello que no hemos 
avanzado al respecto. Entendemos que esta cuestión es de primera importancia y tiene que ver con la calidad 
de nuestro sistema educativo. 


En cuanto a un primer punto que podría ser una traba absoluta ¿la Universidad considera que es factible que 
un instituto como ANEP, cuya función es atender la enseñanza primaria y media del Estado, puede tener 
como actividad accesoria, subordinada a esta, al servicio de esta principal, una formación de nivel superior? 
¿No contradice eso el monopolio en materia de educación superior que tiene la Universidad? La opinión de la 
Universidad es que no se contradice. Efectivamente, de la misma manera que en el caso de los institutos 
militares, donde estas formaciones existen y son formaciones de cuadro para la función principal que tiene la 
institución, esto no contradice el monopolio que en materia de educación superior le confiere la Constitución 
a la Universidad. Quiere decir que esa primera enorme barrera que podría ser que la Universidad dijera que 
esto es ilegal y que está por fuera de las normas pretender que ANEP tenga una formación con carácter 
superior no existe. Por el contrario, entendemos que esto es jurídicamente posible. 


¿De qué manera esto se construye de forma tal que esa educación superior se coordine, refleje o exprese los 
avances que el país tiene en materia de educación superior, es decir, que se utilice de manera constructiva la 
experiencia que en el país yace en la Universidad de la República? Esto es lo que enfatiza, en particular, la 
resolución que hemos repartido. 


Entiendo que sería conveniente que se diera lectura por Secretaría a la resolución del Consejo Directivo 
Central que repartimos y que alude a todo este asunto. Naturalmente, cuando se elaboró esta resolución 
nosotros conocíamos el proyecto Fau, pero entendemos que es pertinente, dado que el actual proyecto difiere 
muy poco del original, por lo menos en lo sustantivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese lectura de la resolución. 


(Se lee:) 


"El Consejo Directivo Central de la Universidad de la República en sesión de fecha 8 de junio de 2004 
adoptó la siguiente Resolución: VISTO: 1) La convocatoria realizada a la Universidad de la República por la 
Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de Senadores, en cumplimiento con lo dispuesto por el 
Artículo 202 de la Constitución de la República, para emitir opinión sobre el proyecto de ley presentado por 
el Senador Yamandú Fau, modificatorio del numeral 11 del Artículo 13 de la Ley N* 15.739 (competencias 
del CODICEN);- 2) La resolución del Consejo Directivo Central N* 8 de 15/7/03, elevando la solicitud 
anterior a consideración de la Asamblea General del Claustro en un todo de acuerdo con el literal r) del 
Artículo 21 de la Ley Orgánica de la Universidad de la República, que establece el asesoramiento preceptivo 
de la Asamblea General del Claustro en estos casos; - 3) La consecuente resolución de la Asamblea General 
del Claustro de fecha 17 de marzo de 2004 por la que aprueba y remite a este Consejo la 'Propuesta de 
resolución sobre el proyecto de ley modificatorio del numeral 11 del artículo 13 de la Ley N* 15.739", 
antecedentes que lucen en el distribuido N* 206/04:- EL CONSEJO DIRECTIVO CENTRAL RESUELVE:- 
1. Se considera razonable que se reconozca el carácter de Licenciado a los egresados de los Institutos de 
Formación Docente de la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) que cumplan los requisitos 
habituales para tales títulos. Ello estará en consonancia con lo que hoy es práctica generalizada: la inclusión 
de dichas formaciones dentro del campo de la educación superior. Tal criterio fue explícitamente establecido 
en las resoluciones del CDC sobre los cursos de Profesores de Educación Física, en particular la N* 3 de 
17.07.01.- 2. No obstante, el eventual reconocimiento del nivel de Licenciatura debería ir acompañado de una 
revisión de los componentes curriculares y académicos (duración, cantidad de horas de cursos, etc.) y de la 
estructura orgánica de dichos Institutos, que incluya la participación de los órdenes en sus órganos 
resolutivos.- 3. Si bien se podría, '...en ejercicio de la función legislativa, establecer que los estudios que se 
cursarán en los institutos de formación docente de la ANEP deban ser de nivel universitario, no podría 
empero afirmar(se) que en determinado momento histórico dichos institutos lo tuvieran efectivamente. Esto 
constituye función administrativa y exigiría la previa instrucción del asunto para recabar los elementos de 
hecho necesarios para respaldar esa afirmación (...). Por otra parte, no se considera que la vía propuesta sea la 
más idónea para lograr la jerarquización que, sin duda, merecen los estudios cursados en los institutos de 
formación docente de ANEP.' (Informe de la Comisión Central de Educación de la Universidad de la 
República, sobre el Proyecto Storace-Palomeque, Dist. N” 414/92 del Consejo Directivo Central). No se 
puede dar por sobreentendido que tales extremos se han cumplido o están en vías de cumplirse, sin que se 
realicen los estudios y evaluaciones correspondientes. 4. Se considera primordial que la ANEP y la 
Universidad de la República -en particular aquellos servicios universitarios que cultivan disciplinas afines 
alas cursadas en los distintos institutos de la primera- afiancen sus vínculos, profundizando sus intercambios 
académicos con miras a la mejora mutua de sus plantillas docentes, sus planes y sus programas y, en la 
medida de lo posible, compartiendo actividades de docencia, investigación y extensión.- 5. De este modo, se 
estaría apuntando a un objetivo que debería ser común a todas las instituciones públicas de enseñanza: la 
consolidación de un real Sistema Nacional de Educación Pública, Laica y Gratuita, donde los recursos 
humanos y materiales se armonicen y complementen, con el fin de lograr su máximo aprovechamiento Y 
concordando con las recomendaciones de UNESCO, cuando en su 'Declaración Mundial sobre la Educación 
superior en el Siglo XXI: Visión y Acción", París, 1998, expresa: 6. 'Art. 3b: La equidad en el acceso a la 
educación debería empezar por el fortalecimiento y, de ser necesario, una nueva orientación de su 
vinculación con los demás niveles de enseñanza, y más concretamente con la enseñanza secundaria. Las 
instituciones de educación superior deben ser consideradas componentes de un sistema continuo al que deben 
también contribuir y que deben fomentar, que empieza con la educación para la primera infancia y la 
enseñanza primaria y prosigue a lo largo de toda la vida.- 7. Art. 6c: La educación superior debe aumentar su 
contribución al desarrollo del conjunto del sistema educativo, sobre todo mejorando la formación del 
personal docente, la elaboración de los planes de estudio y la investigación sobre la educación".- 8. En 
particular, en lo que respecta a la interfase Secundaria-Universidad, deben extremarse los esfuerzos para 
lograr una transición armónica entre ambos niveles; ha sido notoria la voluntad de la Universidad de la 
República de colaboración en este sentido, manifestada desde siempre a través de convenios y múltiples 
iniciativas y actividades compartidas.- 9. En ese sentido, la Universidad de la República manifiesta su interés 
en formalizar y profundizar acuerdos que permitan desarrollar actividades conjuntas con los organismos 
responsables de llevar a cabo los procesos a los que se refiere el numeral 11 del Artículo 13 de la Ley 15.739. 
La Ley debiera declarar de forma explícita la necesidad de acuerdos entre ambas instituciones para avanzar 
en la complementación de actividades en materia de formación de docentes. Este Consejo Directivo Central 


considera que una norma en este sentido sería coherente con lo establecido en el Art. 202 (in fine) de la 
Constitución y facilitaría la toma de medidas positivas en una materia de gran incidencia en el sistema 
educativo nacional". 


SEÑOR RECTOR DE LA UNIVERSIDAD DE LA REPÚBLICA.- Recapitulando brevemente sobre el 
material leído, quiero decir que el artículo 1”, en el que se señala que se considera razonable que se 
reconozca el carácter de licenciado, alude al hecho de que la Universidad entiende que ello es factible, 
que no se está contraviniendo ley o la Constitución, es decir, que se considera razonable. 


Los artículos siguientes enfatizan en la coordinación y comunicación entre la Universidad y el resto del 
sistema educativo. Asimismo, se hace una afirmación clara e inequívoca en cuanto a que la Universidad 
entiende que eso es parte de su misión y se cita los dos artículos de la Declaración de la Conferencia Mundial 
del año 1998, en la que participamos conjuntamente con el señor Ministro Fau como delegación del Gobierno 
del país. 


El elemento débil que desde el punto de vista de la Universidad tenía el proyecto presentado por Fau y 
también lo tendría este proyecto a menos que se realice alguna modificación, lo constituye el hecho de que el 
vínculo con la Universidad se establece a través de un artículo en el que se señala que para el cumplimiento 
de las disposiciones establecidas en el presente numeral el CODICEN de la ANEP quedará facultado a 
realizar convenios con la Universidad de la República. De más está decir que esto ya estaba establecido en la 
presente ley; es decir, en el artículo 11 que se modifica, este punto ya estaba, y simplemente se mantiene con 
una redacción nueva. 


Entonces, ¿cómo dar mayor peso y jerarquía a esa necesaria vinculación entre el CODICEN o la ANEP y la 
Universidad de la República? Como forma de aproximarnos a un proyecto que fortalezca ese punto débil del 
proyecto original, sugerimos una sustitución del texto por una redacción que exprese algo del siguiente estilo: 
"A los efectos de avanzar en la complementación de actividades en materia de formación de docentes, la 
ANEP coordinará con la Universidad de la República mediante la realización de convenios en el marco de lo 
establecido en el artículo 202 de la Constitución de la República". Es decir, en cumplimiento de ese mandato 
que fija la Constitución, la ANEP coordinará con la Universidad de la República en la materia de este 
proyecto de ley, a saber: las licenciaturas y lo que ahora se ha incorporado en materia de discriminación de 
posgrados. Pienso que esto aproximaría mucho la posición de la Universidad a lo que establece el proyecto 
de ley, que en los aspectos jurídicos esenciales no controvertimos porque entendemos que está dentro de lo 
que es competencia de la ANEP. 


Esta sería una primera intervención como aproximación de lo que la Comisión ha hecho y para dejar sentada 
la posición de la Universidad, sin perjuicio de que podamos contestar las preguntas que nos deseen formular. 
Asimismo, creo que algunos integrantes de la delegación en su momento querrán hacer comentarios de 
carácter general. 


SEÑOR MAHÍA.- En primer lugar, tomo como propias las palabras del señor Presidente en cuanto a 
que previo a haber resuelto esta Comisión sobre este tema se debió haber convocado a la Universidad 
de la República para tener opinión sobre el particular. 


SEÑOR RECTOR DE LA UNIVERSIDAD DE LA REPÚBLICA.- Ya habían terminado. 


SEÑOR MAHÍA.- Ya terminamos la consideración. Eso fue un error y creo que es de nobleza 
admitirlo. 


Me parece muy interesante la resolución del Consejo Directivo Central. Especialmente, estoy de acuerdo con 
el numeral 2, que creo que hace a la sustancia de lo que debería ser el objetivo que estamos buscando todos. 


En lo personal, nos resulta de particular interés lograr el rango universitario de las carreras de formación 
docente, porque creemos que a nivel internacional ese es uno de los graves problemas que tienen profesores y 
maestros a la hora de revalidar sus carreras, y ocurre en el MERCOSUR. 


Las modificaciones que se habían realizado en esta Comisión tenían que ver, sobre todo, con los aspectos 
previsionales y con los aportes de la Caja Profesional. Ello no se había visto en el Senado, pero fue una 
sugerencia de la Federación de Maestros. 


Me parece muy interesante la propuesta del Rector. Nosotros estamos trabajando para que este proyecto se 
apruebe y tenga garantías para las dos partes, sobre todo en el sentido académico, que es lo que más nos 
importa; el objetivo es que cuando se dé un título de licenciado se tenga las garantías académicas para la 
Universidad de la República de que ello tiene un correlato real. 


No tomé apuntes de lo que manifestó el señor Rector en cuanto a la propuesta de modificación, pero en ese 
sentido quiero formular una pregunta, porque estamos ensayando algún tipo de redacción. Se expresa: "A los 
efectos de avanzar en la complementación de actividades en materia de formación de docentes, la ANEP 
coordinará con Universidad de la República mediante la realización de convenios en el marco de lo 
establecido en el artículo 202 de la Constitución de la República”. Lo de los convenios ya tiene vigencia 
legal. Mi inquietud es la siguiente. Con una redacción similar -que podremos conversar más adelante-, se 
podría expresar: "El título inicial que se otorgará a nivel universitario será de licenciado, facultando al 
CODICEN de la ANEP en acuerdo con la Universidad de la República para establecer la reglamentación que 
corresponda para cada subsistema y para la dirección de la formación de perfeccionamiento docente". La 
palabra "acuerdo" la proponemos porque nos parece más fuerte a la hora de que se efectivice la licenciatura, 
porque la coordinación, de hecho, tiene mayor vaguedad. Creo que si establecemos el término "acuerdo" las 
dos instituciones acordarán -valga la redundancia- cuáles son las características de las carreras, que son bien 
distintas, porque el mundo del sistema educativo uruguayo tiene sus características particulares, que no voy a 
calificar; tiene su interna en cada subsistema. Pienso que si damos la posibilidad de acordar al máximo 
organismo universitario que tenemos y a quien hasta ahora ha regido la formación docente, dará mayores 
garantías a las dos partes, y hasta que ese acuerdo no sea tal, no habrá resolución, porque debe pasar por un 
acuerdo de las dos partes. Estamos ensayando algún tipo de redacción que nos permita dar garantías 
académicas a ese anhelo de muchos docentes de este país que, como todos sabemos, ya lleva mucho tiempo, 
y que no hace a la interna de Uruguay, porque no refiere a su aplicación o a la búsqueda de viabilidad, sino 
que se pretende el reconocimiento de la carrera a nivel regional e internacional. 


El espíritu que tenemos en esto es aprobar un proyecto de ley que dé rango universitario, entendiendo que 
debe tener garantías académicas de la Universidad de la República en su implementación y en su contenido. 
Esa es una de las propuestas en las que estamos trabajando. En ese sentido, aceptamos sugerencias que nos 
lleven por ese camino de no bloquear, pero que todos tengan garantías. 


SEÑORA CASTRO.- Quiero agradecer a la Universidad de la República, en este caso representada 
por nuestros visitantes, por el gesto que ha tenido, por la iniciativa que ha tomado para que podamos 
no solo dar cumplimiento cabal al artículo 202 de la Constitución, sino lograr un intercambio. Me 
parece que eso es lo más importante. 


Hay algunas cosas que no me quedaron claras de la intervención del señor Rector. Cuando se hace el análisis 
con relación a lo que pasó con los militares, en realidad, eso nunca pasó por aquí. Si no estoy mal informada, 
fue a pedido de las Fuerzas Militares -no recuerdo cuáles-, que manteniendo un diálogo con la Universidad 
de la República; de esa manera, se llegó a esas conclusiones. 


Por otro lado, no me resultó clara la posición de la Universidad de la República, del señor Rector en este caso 
-O de quien sea-, en cuanto a si se entiende que por la vía legal sería factible -no digo "factible" en el mismo 
sentido que se utilizó anteriormente- establecer que el título de formación docente sea de licenciado. No me 
quedó claro si, a juicio de la Universidad de la República, la vía legal es más adecuada que la otra. 


La segunda pregunta es la siguiente. Tanto en este texto como en el que propone el señor Diputado Mahía - 
escucharemos con atención el informe de Jurídica de la Universidad-, el planteo está orientado en lo que 
puede pasar después de la promulgación de la ley, es decir, en la formación hacia adelante de los nuevos 
docentes. Digo esto porque el texto aprobado en el Senado y con sus modificaciones aprobado en el seno de 
esta Comisión, tal como está redactado, daría lugar a que se otorgara título de licenciado por lo menos a tres 
de los que estamos aquí presentes que somos docentes egresados del Instituto de Formación Docente. ¿Cómo 
entiende la Universidad esa situación? 


Quiero formular una tercera pregunta. Me gustaría conocer los planteos que hicieron cuando concurrieron a 
la Comisión de Educación y Cultura del Senado en relación a los beneficios que podría traer esto a nuestro 
cuerpo docente titulado en relación a la región y a los acuerdos con el MERCOSUR. Ese es uno de los 
argumentos muy fuertes que se manejan para abonar esta decisión a nivel parlamentario y por otros actores. 
Si no entendí mal, el acuerdo establece cuatro años o dos mil setecientas horas, que luego Brasil objetó 
incorporando la conjunción "y". ¿Cómo ve la Universidad esta situación? 


Además, desearía saber si la Universidad analizó el tema del posgrado. En la ley se dice que se podrá otorgar 
título de pos grado -maestrías, doctorados en educación- reglamentando todo lo relacionado con ese nivel de 
formación. 


SEÑOR RECTOR DE LA UNIVERSIDAD DE LA REPÚBLICA.- Se señalaba que la referencia que 
hacíamos era por la formación hacia delante. Es claro que las convalidaciones de lo que ya existe deben 
hacerse una vez que se definan cuáles deben ser las condiciones que debería cumplir un licenciado. En 
cuanto a las personas que han obtenido su título con anterioridad a los planes que ya cumplan con las 
condiciones de licenciado, hay que verificar cómo se acuerda. Esto es usual y lo hemos hecho varias 
veces en la Universidad, por ejemplo con la carrera de psicólogo. Antes, los psicólogos tenían vertientes 
de formación muy diversa -aún las tienen- pero, en particular, en la Universidad tuvieron una historia; 
existió un Instituto de Psicología, luego pasó a ser un instituto asimilado a la Facultad y posteriormente 
Facultad. 


El título de licenciado actualmente implica una carrera de cuatro años, pero ¿qué pasa con los demás títulos? 
Se ha hecho un estudio en cada uno de los casos para saber qué pasos dar. Hay pasos que se dan simplemente 
por comprobación de competencia profesional. Se genera una comisión de personas calificadas que van 
estableciendo los pasos a dar para los egresados en el pasado. Esa modalidad es la que se aplicaría. Puede 
haber elementos de competencia notoria en juego. No hay que desdeñar todo aquello que no sea académico 
estrictamente, e incorporarlo. Se debe incorporar al funcionamiento de una licenciatura a gente que haya 
mostrado capacidades importantes en el ámbito laboral. En la licenciatura se puede hacer un plan especial 
para que omitan determinadas etapas. La tendencia universal es facilitar al máximo el acceso y no bloquearlo. 


SEÑOR ARES PONS.- Recuerdo que el caso más reciente es el del ISEF. En este momento hay una 
comisión estudiando todos los casos de egresados del ISEF para saber qué se debe exigir a efectos de 
convalidar el título por el de licenciado que la Universidad aceptó. En general, esto lo hace la 
Universidad, que tiene una cantidad de licenciaturas nuevas. Cada vez que se plantea transformar un 
título de escuela en licenciatura, está el planteo de todos los demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el caso de constatarse que un plan de estudios de determinado centro de 
formación no llega al nivel exigible, ¿qué plantea la Universidad? ¿Piensa hacer rendir examen, 
presentar una complementación curricular o académica? 


SEÑOR RECTOR DE LA UNIVERSIDAD DE LA REPÚBLICA.- Es variable según el caso, pero no 
deberíamos tomar un examen; eso es de otra época. Hay que tratar de evaluar las capacidades de la 
persona y las competencias que pudo haber adquirido en el trabajo y, en función de ello, analizar qué 
distancia hay entre la formación inicial de la persona y la formación necesaria para obtener el título. 


En el caso del ISEF lo del título está definido. La colación de grados del año pasado fue hecha en el 
Paraninfo de la Universidad y de allí salieron los primeros licenciados universitarios; los títulos salen con el 
logotipo de la Universidad. 


Respecto a la tercera pregunta, los acuerdos en el MERCOSUR ya los tenemos incorporados; no se puede 
exigir más. Se hablaba de cuatro años, de dos mil setecientas horas y de un contenido que habilite a una 
persona para trabajar en un área profesional como técnico superior. Tenemos cantidad de ofertas de 
licenciaturas a nivel privado que no cumplen con esta normativa. La gente cree que la educación en el 
MERCOSUR se unifica y es un engaño; muchas veces una persona obtiene un título que luego no le va a 
servir en el MERCOSUR. De todos modos, hacia delante y en la enseñanza pública nuestros títulos deben 
cumplir con la normativa del MERCOSUR. Eso es lo que está haciendo la Universidad -tanto en el grado 
como en el pos grado- y sería lo que recomendaríamos en este caso para que en el momento en que se 


discutiera el intercambio de servicios nuestros egresados puedan ingresar legítimamente en el ámbito de los 
otros países. 


SEÑORA GULLA.- Respecto a la propuesta del señor Diputado Mahía, nosotros tenemos algunas 
apreciaciones en una visión un poco preliminar. Nuestra propuesta iba dirigida a que la Universidad 
vertiera la experiencia que tiene en la enseñanza superior en la formación de los docentes de la 
Administración Nacional de Educación Pública. La propuesta que se presenta tiende más que nada a 
limitar la potestad reglamentaria de la ANEP, sujetándola a un acuerdo con la Universidad de la 
República. Nosotros no pretendíamos una limitación de esa potestad reglamentaria de la ANEP -que es 
otro ente autónomo-, sino un apoyo sustantivo en la formación de los docentes. Era una propuesta con 
mayor flexibilidad y que no iba tanto a una reglamentación de tipo formal sino a lo que son los 
cometidos sustantivos de apoyo. 


SEÑOR BERGSTEIN.- No soy experto en el tema; solo recojo algunas experiencias de cuando 
trabajábamos en la Comisión Coordinadora de la Enseñanza y creo que el artículo que citaba el señor 
Rector dice que la ley coordinará las acciones. Ese era el respaldo que ofrecía la Constitución para 
crear el Ministerio de Educación y Cultura. 


No sé cómo está previsto el funcionamiento de esa coordinadora, pero me consta que muchas veces antes se 
buscaba aceitar el paso de una etapa de la enseñanza a otra. Siempre estaba arriba del tapete el problema de 
los egresados de ANEP con la Universidad. Parecería que esto iría por un canal independiente de lo que es el 
funcionamiento de una coordinadora que habría que fortificar. 


Me preocupa mucho el tema de las autonomías. Si nosotros decimos que sería preceptivo el acuerdo de la 
Universidad para las reglamentaciones del CODICEN con los subsistemas para otorgar el título de licenciado 
-no voy a emitir una opinión improvisada en un tema tan delicado-, me parece que eso está en el corazón 
mismo de las autonomías. 


La tercera consideración que quiero hacer para que sea objeto de debate en estos minutos es que estamos en 
las postrimerías de la Legislatura. Creo que hay un sentir unánime de dar esos grados de licenciatura. Estimo 
que nuevas modificaciones llevarían a que el proyecto volviera al Senado. No deben olvidar que por 
disposición constitucional el 15 de setiembre el Cuerpo entra en receso. Entonces, como tantas veces en la 
tarea legislativa, uno se tiene que preguntar si lo mejor no es enemigo de lo bueno. Digo esto porque creo que 
entramos en un tema muy importante y también complejo, y quizás esta Comisión haya estado un poco omisa 
en darle la trascendencia que tiene, que nos parece muy grande, absorbidos a veces por otros reclamos 
inherentes a la actividad parlamentaria. 


SEÑOR MAHÍA.- El sentido del texto -para decirlo de alguna manera, porque tengo un colega que me 
dice que las leyes no tienen espíritu- tiene que ver con la posibilidad no de influir en la reglamentación 
ni en las potestades de ANEP en cuanto a la instrumentación y demás, sino en lo que fundamentaba el 
Rector Guarga en cuanto a la equivalencia que debe tener una carrera para llegar al rango 
universitario a través de una licenciatura y que para eso debe existir el acuerdo de cuál es el organismo 
hoy vigente a nivel universitario que otorga ese título. A eso obedece el sentido del texto; aclaro que 
puede ser otro el texto que apunte hacia lo mismo. Ese es el tenor de la iniciativa. 


SEÑOR RECTOR DE LA UNIVERSIDAD DE LA REPÚBLICA.- Voy a ceder la palabra al doctor 
Markarian para que se refiera a la pregunta relativa a los posgrados. 


SEÑOR MARKARIAN.-- Agradezco la posibilidad de participar de esta discusión. 


Voy a referirme a ese tema en concreto y a algún otro en forma más parcial. El tono será parecido al que 
hemos planteado hasta ahora. 


Como se ha comentado, la Universidad tiene tradición en el manejo de estos temas porque una de sus grandes 
funciones es preocuparse por la enseñanza superior, la investigación, la formación del personal calificado del 
país, etcétera. 


La ordenanza que regula los posgrados de la institución universitaria en su artículo 6” establece que para la 
puesta en práctica de carreras de maestría y doctorado deberá ser precedida por la existencia en el campo del 
conocimiento correspondiente de condiciones adecuadas para la actividad creadora. Ello implica la existencia 
de un cuerpo docente calificado que cultive líneas de investigación relacionadas directamente con esa área y 
la disposición de recursos materiales suficientes, planta física, laboratorios, equipos, bibliotecas. En el caso 
de los doctorados se exige aún más. También se establece quiénes pueden ser docentes de las carreras de 
doctorado y de maestría. Quiere decir que se trata de regular, en niveles de aceptable para arriba, cómo debe 
ser el sistema de posgrado del país en la medida en que esto básicamente está concentrado en la institución 
universitaria de manera tal de mantener calidad en concordancia con las necesidades. 


Está claro que toda la resolución del Consejo Universitario está dirigida en ese sentido. La Universidad dice 
que no hay impedimentos legales, si bien no tiene por qué opinar la respecto, ya que nuestra función no es 
hacer el contralor jurídico del Parlamento. De todas maneras, puede opinar y dice que no hay impedimento, 
pero va a la sustancia del problema que es cómo debería ser la formación de los docentes del país. La 
resolución está centrada en esa problemática, cuestión que no le es ajena en términos generales y para la cual 
hay vocación de participación tanto a nivel de grado como de posgrado, dado que el tema ha sido planteado 
en la ley. Tanto es así que la participación de diversas Facultades, han colaborado fuertemente con aspectos 
parciales de la formación en las disciplinas más problemáticas -puedo hablar con tranquilidad porque soy 
matemático de oficio y está claro que la problemática de la enseñanza de la matemática es uno de los grandes 
dilemas que el país tiene a este nivel- tales como matemática y física. La Universidad integra como tal el 
organismo para el mejoramiento de la enseñanza de la matemática en el CODICEN; dos Facultades integran 
ese organismo. Quiere decir que hay una participación. Lo que se quiere es propender al incremento de esa 
participación en una materia tan delicada como esta. Entiendo que es delicada tanto por los requerimientos 
sociales, gremiales y de diverso tipo cuanto porque creo que en el país se ve como un gran problema el hecho 
de que la formación de profesores a todo nivel es uno de los temas a tratar con jerarquía en el país en 
cualquier discusión que se haga del sistema educativo. 


La preocupación que hemos manifestado y que se señala en la resolución es que la colaboración universitaria 
en ese sentido se haga en profundidad, que no sea solo un sí o un no. Nos gustaría que la Universidad tuviera 
lugar en ese proceso; parece muy razonable que así sea. Hay terrenos, como el de la física, la matemática y 
hasta podríamos agregar la biología en otros términos, en los cuales claramente es necesario que haya 
colaboración. El país tiene que juntar los esfuerzos existentes en disciplinas particularmente problemáticas; 
de otra manera, dado el tamaño de las instituciones del país entero, no podríamos colaborar o lo haríamos 
mal. Hay que hacer todo lo posible porque una ley que se refiera a esta temática lo propenda, lo fortifique o 
lo determine, tal como lo establece el artículo 9de esta resolución del Consejo Central; allí se dice que la ley 
debiera declarar de forma explícita. 


SEÑOR RECTOR DE LA UNIVERSIDAD DE LA REPÚBLICA.- Voy a contestar las inquietudes del 
señor Diputado Bergstein con respecto a la propuesta del texto -por cierto, es tentativo; no estamos 
atados a él, ni mucho menos- que establece la voluntad de que la ANEP coordine con la UDELAR en lo 
que hace a la complementación de actividades en materia de formación docente. Si uno considera las 
competencias de la Comisión Coordinadora de la Educación, precisamente, la N” 3 es promover la 
realización de convenios tendientes a la coordinación. Estaríamos estrictamente estableciéndolo por 
ley; estaríamos diciendo: "Señores de la ANEP y de la Universidad: ustedes deben coordinar en esta 
materia". No vendría nada mal coordinar en otras materias, por ejemplo, en todo lo que tiene que ver 
con la interfase de los estudiantes en los últimos años de la Enseñanza Secundaria, pero como nadie nos 
ha obligado, no lo hacemos. En realidad, estamos avanzando en un buen sentido. Creo que no es 
contradictorio con la existencia de la Coordinadora que, por cierto, está funcionando. Tanto el 
Ministro anterior, doctor Mercader, como el actual, el doctor Guzmán, se han preocupado por este 
asunto y, además, nos hemos reunido con las instituciones privadas. Efectivamente, la ley asigna a la 
Comisión algunas tareas de coordinación, tales como la realización de investigaciones, estudios 
demográficos, sociológicos, económicos, pedagógicos que tengan que ver con todo el sistema educativo. 
Eso está muy bien. Los debería hacer; no los hace porque en este momento no tiene presupuesto. En 
algún momento tendríamos que pensar en dotar a esa Comisión de medios como para llevar adelante 
acciones que no estén solamente dentro de cada una de las grandes autonomías o del ámbito público, 
sino de una visión de coordinación bastante más amplia. En relación a lo concreto que estamos 
discutiendo, creo que estamos estrictamente dentro del espíritu de la ley de 1985. 


Con respecto a la urgencia, comprendemos esa dinámica; no la impulsamos ni nos oponemos a ella. La idea 
es acercarnos con una posición constructiva en relación a lo que ustedes han venido discutiendo y procurar, a 
través de una propuesta -insisto en que no es cerrada-, que el ritmo que ustedes se quieran dar no se vea 
impedido por la aparición en escena de la Universidad. 


SEÑOR ARES PONS.- Quiero manifestar una inquietud y, de paso, contestar a la señora Diputada 
Nora Castro. 


En los casos que la señora Diputada mencionaba en los que la Universidad opinó sobre otros institutos 
públicos, insistiendo, además, en todas sus resoluciones en la necesidad de lograr conformar un sistema 
nacional de educación pública, laica y gratuita, donde se aprovecharan al máximo todos los recursos 
disponibles en el país, independientemente de que fueran instituciones civiles o militares, la forma en que la 
Universidad se expidió no fue tan tajante como en este caso. Aclaro que yo no participé en esta discusión del 
Claustro. Lo que la Universidad reconoció en esos otros casos -de los institutos militares y el ISEF- fue un 
nivel equiparable desde el punto de vista académico al de licenciatura, al de determinados planes de estudio 
actualizados. Por ejemplo, en el caso de los militares el alumno sigue egresando con el grado militar y tiene 
que hacer un "surplus" de carácter académico -prácticamente, significa un año más- para poder acceder, 
además, al carácter de académico, de licenciado en ciencias militares. 


Insisto en que la Universidad más que expedirse y decir: "Tiene carácter de licenciado", respondió a la 
consulta diciendo que consideraba que ese plan de estudio, con ese "surplus" tal como se presentaba, con esa 
plantilla de docentes, era equiparable. En el material que repartimos, que prácticamente es el mismo del año 
pasado en la Comisión del Senado, incluimos una serie de informes que son posición oficial de la 
Universidad -porque fueron discutidos y aprobados- sobre conceptos de Universidad, de educación superior 
y, en particular, un informe detallado sobre un proyecto de ley del año 1992, de Storace y Palomeque. En ese 
caso, la Comisión -de la que nosotros participábamos- se expidió más a fondo, en detalle, sobre cuáles 
deberían ser las características y la disponibilidad de información necesaria para poder expedirse sobre un 
planteo de ese tipo. 


La inquietud y la preocupación que muchos de nosotros tenemos es que acá se ha seguido un camino similar 
al de aquel proyecto de ley, distinto del que se siguió en el caso de los institutos militares y el ISEF. Digo esto 
porque cuando estos institutos llegan a la Universidad lo que piden es que se evalúe lo que han elaborado al 
cabo de un estudio muy profundo y extenso. Recuerdo, por ejemplo, que en el caso del Instituto Militar de 
Estudios Superiores trabajaron por lo menos durante dos años, asesorándose con equipos académicos, 
nacionales, inclusive, de universidades privadas y de la Universidad de la República -existían convenios con 
muchas Facultades-, hasta elaborar una propuesta concreta, presentada, además, por un grupo de personas 
que formaban un equipo realmente de nivel más que aceptable. 


Otro tanto hizo el ISEF. Durante dos o tres años este Instituto estuvo requiriendo asesoramiento externo. 
Trajo expertos de España y de otros países; se realizaron seminarios, discusiones en profundidad sobre cómo 
alcanzar un posible nivel de licenciatura universitaria como existía en formaciones de educación física de 
otros países de la región y fuera de ella. Lo primero que se elaboró fue una propuesta, es decir, el estudio a 
fondo de qué tenemos y cómo podemos convertir en algo de otro nivel superior a lo que tenemos. 


La preocupación que surge en este tipo de planteos es que las cosas se han elaborado de una manera un poco 
distinta. Primero se plantea la aspiración a un título sin que nosotros sepamos que se haya hecho un estudio 
en profundidad de cómo lo que se propone hacer responde a un nivel académico de lo que se está 
pretendiendo conseguir desde el punto de vista de la titulación. Es una preocupación porque nosotros estamos 
en el Consejo Consultivo de la Enseñanza Privada desde su fundación -ya son muchos años- y sabemos lo 
que muchas veces pasa cuando las cosas se proponen a futuro. Se puede decir que determinada cosa está 
bien, que se reconoce, que falta esto o aquello, que está planificado, estudiado o que se va a profundizar, pero 
después vemos que no siempre se concreta en la práctica. Creo que esa es una preocupación muy grande, 
pero las cosas están dadas de esa manera. 


Considero que el informe que hizo la Asamblea General del Claustro es muy ponderado e inteligente, porque 
plantea desde el punto de vista jurídico el problema que se presentó, por ejemplo, con el ISEF, aunque no es 
la misma situación. Con relación al ISEF, todos los juristas consultados opinaban que había una colisión entre 
las disposiciones constitucionales y legales con respecto al monopolio de la educación superior pública que 


tiene la Universidad. Ello no existía en el caso de los militares ni existe en este caso de la ANEP que, como 
decía el Rector, está formando los cuadros que necesita de la misma manera que lo hace, por ejemplo, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores con su Instituto Artigas. Allí forma cuadros superiores que la 
Universidad nunca objetó, porque hay opiniones desde hace muchos años en cuanto a que cuando se forman 
los cuadros para la propia institución, no hay colisión con la ley orgánica ni con la Constitución de la 
República. 


En el material que repartimos decimos en la primera parte: "Informes que la Universidad aprobó, sobre el 
concepto de educación superior". Después de un estudio muy mesurado -recuerdo que la Comisión que 
elaboró los informes discutió al respecto durante no menos de dos años-, se elaboraron informes que fueron 
muy discutidos a nivel de la Universidad. También en la primera parte colocamos la resolución de la 
Universidad sobre el proyecto Storace-Palomeque, que proponía algo similar a lo que se está proponiendo 
ahora. En una segunda parte agregamos anexos que tienen que ver con cuestiones conceptuales como, por 
ejemplo, la clasificación internacional de la educación de UNESCO con su nuevo texto del año 1997 o los 
protocolos del MERCOSUR, con sus exigencias. Ese es otro de los grandes temas que está en discusión en el 
Consejo Consultivo de la educación privada, es decir, si el país debe o no aceptar esos protocolos. En el caso 
de que exista un órgano rector, el primer protocolo de admisión de validez académica establece mínimos 
horarios para las licenciaturas y especializaciones, lo que está plasmado en la Ley N* 17.041, si no recuerdo 
mal. 


Por otra parte, en un acuerdo posterior ya se planteó una modificación en cuanto a las licenciaturas que, 
inclusive, lo hace más exigente que el Primer Protocolo -aprobado por ley-; allí se habla de dos mil 
setecientas horas o cuatro años y Brasil protestó porque dijo que el espíritu de la discusión era "y" cuatro 
años. Eso se cambió en el nuevo acuerdo que está en el Parlamento hace tiempo a efectos de cambiar el 


Protocolo anterior. 


Con todo esto quiero decir que ese material tiene como objeto mostrar qué posturas ha adoptado la 
Universidad desde hace años en esta materia que, por cierto, son para dentro, pero también reflejan hacia 
afuera lo que se piensa que debe ser una institución de nivel universitario. 


Otro elemento importante de destacar es que allí se separan dos conceptos -por eso la Universidad pudo 
tomar una resolución con respecto a los institutos militares-: el de la estructura institucional y el del nivel de 
aquello que se enseña o forma en la institución. Sería ridículo, por ejemplo, que negáramos el nivel 
académico universitario a instituciones que en el mundo entero son una muestra de máximo nivel desde el 
punto de vista académico, pero que no son universitarias en el sentido institucional que nosotros concebimos, 
es decir, una institución en la que existe una coparticipación de los órdenes que la integran y con una serie de 
exigencias que, evidentemente, no existen en esas instituciones extranjeras de las que aceptamos sus títulos y, 
sin lugar a dudas, además, los revalidamos. Eso se planteó a los militares. En un primer momento, ellos 
querían tener un instituto militar universitario. Les dijimos que trataríamos de evaluarlo y que veríamos si 
podríamos ponernos de acuerdo en que desde el punto de vista académico la carrera sea equiparable a una 
licenciatura, pero desde el punto de vista institucional, con esas definiciones que se tienen, por ejemplo, sobre 
el concepto de Universidad y educación superior, la Universidad nunca podrá estar de acuerdo, porque el 
carácter de la institución militar, aun en los aspectos académicos, conserva el carácter verticalista, lo que es 
incompatible con nuestro concepto de Universidad. Estudiaron todo el material que les entregamos en los que 
esgrimíamos los argumentos por los que no podíamos aceptarlos y nos dijeron que pensaban que teníamos 
razón y que no eran equiparables desde el punto de vista institucional. Renunciaron a usar la denominación 
de instituto universitario, pero solicitaron que, de todas maneras, se les evaluara desde el punto de vista 
académico la formación que estaban proponiendo. O sea que son dos aspectos importantes a tener en cuenta. 


Ahora, en el caso que estamos considerando, creo que es muy importante tener en cuenta no solo el nivel 
académico, sino también la estructura institucional y el funcionamiento interno, coincidiendo con el doctor 
Markarian; él hablaba de los posgrados, pero evidentemente también se aplica a los grados. El tipo de 
estructura y de funcionamiento del ISEF, por ejemplo, requiere modificaciones sustanciales para que se 
pueda decir que esos institutos son de carácter universitario. Más allá de que se haya alcanzado una planilla 
docente, un plan de estudios y un programa o de que se hicieron determinadas actividades para decir que hay 
un nivel académico equiparable a una licenciatura, hay que preguntar si la institución se puede equiparar a 
una institución universitaria. Se requiere mucho más que un simple juicio sobre los planes concretos y lo que 
se dicta en la institución. 


Esa es una opinión que creo que valía la pena que aquí se conociera. Estoy dando mi opinión personal, pero 
creo que, en general, es coincidente en la Universidad, y oficialmente en los documentos que entregamos 
podrán encontrar que se coincide con esta manera de considerar las cosas. 


Personalmente, lamento mucho -porque tengo relación con muchas personas que están en esos niveles de la 
enseñanza- que las cosas no se hubieran planteado de otra manera. Creo que el Rector dijo que en la 
Comisión del Senado uno de los miembros preguntó por qué si la Universidad se había expedido sobre los 
institutos militares, sobre el ISEF y sobre el Instituto Policial, no lo hizo sobre los institutos de formación 
docentes. Señores: no lo hizo porque los institutos de formación docente o los órganos superiores bajo los 
que funcionan nunca pidieron a la Universidad la más mínima colaboración en este sentido. Esa es la 
diferencia fundamental con los casos anteriores. Eso lleva a esta situación en la que se plantea, primero, el 
otorgamiento de un título y, a posteriori, ven cómo se llena ese título para que realmente cumpla con lo que 
implica a nivel de normas que son de recibo internacional. Personalmente, considero que es un error la forma 
en que se ha planteado. 


No obstante, esa es la realidad y a eso nos debemos atener. Eso es lo que estamos haciendo en este momento 
con esta comparecencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la presencia de la Universidad de la República aquí. 
Todos los elementos que se han vertido serán tenidos en cuenta. 


(Se retira de Sala la delegación de la Universidad de la República) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Productores y Realizadores de Cine y Video del Uruguay) 


La Comisión de Educación y Cultura da la bienvenida a la delegación de la Asociación de 
Productores y Realizadores de Cine y Video del Uruguay, integrada por las señoras Virginia Martínez 
y Elena Roux y por el profesor Enrique Fernández. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Trajimos documentación para entregar a la Comisión. 


Venimos a trasmitir nuestra preocupación por la situación de Uruguay ante el Programa de Ibermedia, que es 
el único fondo de coproducción que existe, en el que anualmente participan, mediante el régimen de 
concursos, proyectos cinematográficos uruguayos. 


El incumplimiento por parte del Estado uruguayo de su aporte anual a Ibermedia es un tema permanente, a tal 
punto -aquí traemos la resolución oficial de Ibermedia- que su Dirección Ejecutiva se reunió en el mes de 
mayo y resolvió que si Uruguay no paga durante este año la deuda que tiene correspondiente al año 2004 -no 
es la única deuda, pero la resolución solo refiere a ella-, nuestro país quedará fuera del Programa de 
Tbermedia en el área de coproducción. Esto quiere decir, sencillamente, que no vamos a poder concursar; o 
sea que no se podrán presentar proyectos al área de coproducción. 


Trajimos aquí una copia de la resolución oficial de Ibermedia, así como también alguna otra información 
adicional que tiene que ver con cuánto ha aportado el Estado uruguayo y cuánto ha recibido por este 
Programa -que es más del doble- con todas las películas uruguayas que fueron beneficiadas por ese fondo 
bajo el régimen de concurso. 


La situación es más grave que la del año pasado. Como los señores Diputados recordarán, en aquella 
oportunidad recurrimos a una medida, que fue la de hacer un ayuno. El señor Ministro Guzmán se 
comprometió a un plan de pagos que todavía no ha terminado de cumplir, y eso está documentado. Es algo 
alarmante y queremos advertir a la Comisión sobre el riesgo real -ya no una especulación- de una situación 
que en pocos meses puede tener el desenlace de que Uruguay quede fuera del sistema, con lo que ello 
significa para el desarrollo del cine uruguayo. 


Por otro lado, hay que decir que del otro fondo nacional que existe, de mucho menor entidad, que data del 
año 1997-el FONA, que también integra el Ministerio-, con US$ 20.000 anuales, el Ministerio solo pagó un 
año, de una deuda prolongadísima que va de 1998 a la fecha. El Ministerio nunca dijo cómo iba a pagar esa 
deuda, y esta situación se integra a un desinterés, a una falta de estímulo a esta actividad. 


En la documentación que les dejamos hay un esquema acerca de cuántas personas ocupa esta actividad. Voy a 
dejar de lado todas las implicancias que tienen que ver con la cultura y con la identidad nacional del cine 
porque son cosas bastante evidentes. De todos modos, voy a decir cuánto mueve esta actividad en términos 
económicos y de ocupación de personal técnico. 


SEÑORA ROUX.- Uruguay tiene con Ibermedia una deuda histórica generada en 1998 de 
US$ 120.000; además, no terminó de pagar lo correspondiente al año 2003 y tampoco pagó el aporte de 
2004. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Cuál es el aporte para 2004? 


SEÑORA ROUX.- El aporte anual es de US$ 100.000. Todavía no se terminaron de pagar US$ 27.000 
de 2003 y se debe enteramente el aporte de 2004. De todos modos, hay una deuda histórica que 
Ibermedia mantiene como deuda tapón: no la cobra, siempre y cuando Uruguay se mantenga al día 
con los aportes anuales. En el caso de que en algún momento deje de estar al día -como prácticamente 
estamos ahora-, la deuda histórica sube. Si este año quedáramos fuera de Ibermedia, volver a entrar en 
2005 costaría la deuda histórica, más los aportes de 2004 y de 2005. Por tanto, el aporte de Uruguay 
debería ser de US$ 320.000. 


Esta cifra de US$ 100.000 anuales para el aporte de un país -que es el único aporte que realiza para el cine 
nacional- nos parece ínfima; solamente en premios de Ibermedia hemos obtenido más de US$ 1:200.000, 
sobre un aporte de US$ 440.000 hasta la fecha. Cada producción uruguaya que recibe el premio en concurso 
de Ibermedia tiene las puertas abiertas para captar dinero de otros coproductores que también son extranjeros. 
Por tanto, el cine uruguayo no es financiado por el Estado sino por coproductores extranjeros, sin excepción 
en todas las películas. Entonces, permitir que desaparezca el único aporte que hace el Estado significaría 
mucho. Estamos hablando de un momento en el que año a año se vienen cosechando premios internacionales 
y se va mejorando el nivel de producción. Esto trae aparejado la aparición de nuevos cursos y escuelas, 
proveedores de infraestructura, etcétera, lo que mueve un montón de cosas a nivel de la economía y del 
trabajo. Entonces,, permitir que Uruguay no pague los aportes de 2004 traerá consecuencias muy pesadas 
para el cine y para el Estado. 


SEÑOR MAHÍA.- Desde el punto de vista constitucional, jurídico y político, la Comisión va a hacer el 
máximo esfuerzo para intentar destrabar esta situación. Obviamente, no tenemos la potestad legal ni 
constitucional para resolverla, pero tenemos una responsabilidad política de tratar que esto se 
solucione. 


En lo personal -y creo que en lo colectivo-, voy a hacer el máximo esfuerzo para que los Ministerios de 
Economía y Finanzas y de Educación y Cultura mantengan el apoyo de Uruguay a este programa a fin de que 
podamos tener cine nacional. 


SEÑORA CASTRO.- Ustedes hablaron de la importancia en relación a la dinamización del mercado 
interno a nivel nacional. ¿Tienen una idea aproximada de la cantidad de puestos de trabajo o del 
posible impacto de esta situación? 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Las últimas cifras son de 2002; no hay muchos estudios sistemáticos sobre 
esta área. Durante ese año, se ocupó a alrededor de ochocientas personas en la producción 
cinematográfica en el país. 


SEÑORA ROUX.- Podemos pensar que si el costo de una película media está entre US$ 500.000 y 
US$ 750,000, el dinero uruguayo, que en general son los premios FONA corresponde a US$ 70.000. 
También hay un premio de Ibermedia que puede ser entre US$ 55.000 y US$ 175.000 para llegar a 
completar US$ 600.000 o US$ 700.000 que vienen del extranjero y que se gastan integramente en 
Uruguay. Reitero: el costo de las películas es un dinero que viene de fuera y que se gasta en el país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


